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DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 1005-03
RUBÉN ALFREDO MORALES RAMOS
MÉXICO

19 de octubre de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
Rubén Alfredo Morales Ramos 
PETICIONARIO: 
María del Rosario Ramos Ruiz
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
19 de abril de 2004
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1.
El 28 de noviembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por María del Rosario Ramos Ruiz por la presunta violación de las garantías procesales en perjuicio de su hijo Rubén Alfredo Morales Ramos, en un juicio penal seguido en su contra por su presunta participación en un homicidio en grado de tentativa.
2.
La peticionaria sostuvo que la presunta victima fue juzgada inadecuadamente porque  habrían habido múltiplas irregularidades en el juicio que redundaron en violaciones a sus garantías procesales. Sostiene la inocencia de su hijo y que no habría contado con la asesoría adecuada para interponer un recurso de amparo. 

II. POSICIÓN DEL ESTADO

3.
El Estado argumenta que en todo momento le fueron respetadas las garantías judiciales a la presunta victima, indicando que el hecho de que la sentencia le haya sido desfavorable no implica que el recurso jurídico no sea adecuado y efectivo. Asimismo, subraya que los recursos internos no han sido agotados en la medida que no se ha interpuesto el recurso de amparo. 

III. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4.
La petición fue recibida en la Comisión el 28 de noviembre de 2003. Mediante nota de 19 de abril de 2004, de conformidad con el artículo 34 de su Reglamento vigente a la fecha, la Comisión inició la tramitación del caso y solicitó al Estado la información pertinente, otorgándole un plazo de dos meses. 
5.
El 2 de agosto de 2004 el Estado remite la información solicitada la cual es trasladada a la peticionaria el 10 de agosto del mismo año. El 8 de septiembre de 2004 la peticionaria remite su respuesta la cual es transmitida al Estado el 21 de de noviembre de 2006. El 22 de febrero de 2007 el Estado remite sus observaciones las cuales son trasladadas a la peticionaria el 26 de marzo del mismo año. No hubo respuesta.


6.
El 2 de julio de 2010 la CIDH reiteró a la peticionaria la solicitud de información efectuada el 26 de marzo de 2007 y le solicitó información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la petición. Asimismo, se le informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 42 del Reglamento de la CIDH. 
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7.
El artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión Interamericana deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso.  

8.
En el presente caso ha transcurrido cerca de un año desde el requerimiento reiterado de información realizado a la peticionaria el 2 de julio de 2010 y 7 desde la última información de la peticionaria. A la fecha, la CIDH no ha recibido la información necesaria para actualizar la tramitación de la petición, como fue solicitado.

9.
En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





